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I. Resumen ejecutivo

La sesión especial sobre acceso a la información pública de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), organizada por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General, se celebró el 13 de diciembre de 2010. La sesión especial sirvió de oportunidad para examinar la labor de la OEA en torno al acceso a la información pública, presentar los Principios y Recomendaciones Preliminares de la OEA sobre Protección de Datos, así como considerar la posibilidad de preparar un programa interamericano sobre acceso a la información pública, en el marco de la Organización de los Estados Americanos. 

El panel sobre Recomendaciones sobre el acceso a la información pública examinó el Estudio de las recomendaciones sobre acceso a la información (CP/CAJP-2599/08), presentado originalmente a la Comisión en 2008. Los panelistas destacaron la necesidad de que tanto la OEA como los Estados Miembros trabajen en el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el estudio. En especial, se mencionó que una de las recomendaciones a la OEA indicaba que la Organización debería adoptar e implementar una política de información interna, que concuerde con las recomendaciones legislativas enumeradas en el estudio de las recomendaciones sobre acceso a la información pública. Además, se indicó que el Banco Mundial adoptó una política de acceso a la información en parte debido al aumento de su trabajo en el área de gobernabilidad y transparencia, y la necesidad de ser tan transparente como les exige a sus miembros. En cuanto a las recomendaciones sobre el acceso a la información se formularon recomendaciones a todos los Estados Miembros – incluyendo la garantía de que todas las políticas y regulaciones publicas concuerdan con los principios de máxima divulgación y transparencia, recomendaciones a los estados que no cuentan con leyes de acceso a la información – incluyendo la aprobación de leyes de acceso a la información en cumplimiento del derecho internacional y mejores prácticas, incluida la máxima divulgación, y recomendaciones a los estados que cuentan con leyes de acceso a la información –entre ellas garantizar una aplicación eficaz de la ley y mecanismos para supervisar su cumplimiento, así como centrarse en la divulgación proactiva de información y el intercambio de experiencias y mejores prácticas con otros Estados Miembros.
El panel de Mejores prácticas sobre acceso a la información presentó las respuestas actualizadas al Cuestionario sobre Legislación y Mejores Prácticas sobre Acceso a la Información Pública (CP/CAJP-2608/08) que presentaron los Estados Miembros y la sociedad civil. En términos generales, se observó que los resultados de los cuestionarios completados por la sociedad civil no mostraban ni avances ni retrocesos en el Hemisferio. Sin embargo, se mencionaron varios cambios en Argentina, Chile, El Salvador, Costa Rica y México. La Alianza Regional para la Libertad de Expresión e Información subrayó que una disposición constitucional por sí sola no es suficiente para hacer respetar el derecho de acceso a la información pública, así como la importancia de que todos los Estados cuenten con una ley sobre la materia. Además, la Alianza Regional indicó la necesidad de poner mayor énfasis en políticas sobre la creación y conservación de documentos y archivos, así como en la capacitación de los funcionarios públicos. El señor Raúl Ferrada, Director General del Consejo para la Transparencia en Chile, destacó que el intercambio de experiencias y asistencia técnica entre Chile y México fue la clave del éxito en la implementación de la ley chilena. Las delegaciones realizaron comentarios sobre la importancia del tema del acceso a la información pública y cómo el acceso a la información ha contribuido al desarrollo democrático de sus países.

El panel sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y Guía de Implementación resumió el contenido tanto de la Ley Modelo como de la Guía de Implementación, destacando que el alcance de la Ley Modelo es bastante amplio, cubre todas las ramas y niveles de gobierno, incluye disposiciones sobre el proceso para archivar y responder a una solicitud, así como extensas disposiciones sobre la divulgación proactiva de información. Además, la Ley Modelo incluye dos categorías de excepciones a la divulgación (intereses privados e intereses públicos) y cuenta con una disposición que establece la supremacía del interés público. La Ley también establece disposiciones sobre la apelación interna ante la autoridad pública y la apelación externa ante la Comisión de Información, así como la revisión judicial subsiguiente. Los panelistas observaron la utilidad de la Guía de Implementación para la aplicación de la Ley. La Guía cubre los siguientes seis temas: 1. Adopción de un marco integral, 2. Excepciones de divulgación, 3. Monitoreo, cumplimiento y eficacia de la ley, 4. Asignación de los recursos necesarios para crear y mantener un sistema y una estructura eficaces de acceso a la información, 5. Adopción de políticas y sistemas eficaces de gestión de la información para la creación, mantenimiento y acceso a la información pública, y 6. Fomento de la capacidad de proveedores y usuarios de información. La Relatora para la Libertad de Pensamiento y Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos destacó dos principios y ocho obligaciones del Estado que derivan del corpus juris del sistema interamericano, y cómo han sido incorporados en la Ley Modelo, incluidos los dos principios relativos al derecho de acceso a la información – el principio de máxima divulgación y el principio de buena fe.
El panel sobre Recomendaciones sobre protección de datos personales se centró en la importancia de la privacidad y la protección de los datos personales, así como la presentación del estudio sobre los principios y recomendaciones sobre la protección de datos. El panel enfatizó que el acceso a la información y la protección de datos son dos metas que se complementan; se trata de dos derechos fundamentales que funcionan bien juntos. El derecho a la privacidad cumple varios propósitos, incluyendo que muchos sistemas jurídicos hayan establecido que la privacidad es un derecho humano, mientras que otros han creado derechos legales para la protección de la privacidad; la protección de la privacidad permite el libre intercambio de información; la privacidad permite el comercio porque establece la confianza y certidumbre de que la información será utilizada para los fines adecuados; y cuando se aplica correctamente, la privacidad puede fomentar la cooperación entre las distintas agencias del orden público. Se mencionaron los enfoques actuales para la protección de datos, se indicó que la Unión Europea ha establecido el que se considera el marco internacional más amplio en materia de protección de datos. La Directiva Europea encomienda a los Estados Miembros a adoptar leyes nacionales que incorporen muchos de los elementos relacionados con la protección de la información personal, incluyendo el derecho de toda persona de tener acceso a su información personal/privada y a objetar el uso de la misma, así como la base para la toma de decisiones que le conciernen. También se presentaron los quince principios contenidos en el documento “Proyecto de Principios y Recomendaciones Preliminares sobre la Protección de Datos (La Protección de Datos Personales),” CP/CAJP-2921/10. Estos principios incluyen: Legitimidad y justicia, Propósito específico, Limitados y necesarias, Transparencia, Rendición de cuentas, Condiciones para el procesamiento de datos, Revelación de información a los procesadores de datos, Transferencias internacionales, Derecho de la persona al acceso a la información, Derecho de la persona a corregir y suprimir sus datos personales, Derecho a objetar el procesamiento de datos personales, Legitimación para ejercer los derechos sobre el procesamiento de datos, Medidas de seguridad para proteger los datos personales, Deber de confidencialidad, y Control, cumplimiento y responsabilidad.

El panel sobre un programa interamericano sobre acceso a la información pública examinó la posibilidad de preparar un programa interamericano sobre la materia. Se examinaron programas interamericanos anteriores, su estructura, actividades y propósito. El seños Luis Castro propuso siete posibles objetivos o actividades a tener en consideración en un programa interamericano sobre acceso a la información pública, incluyendo la organización de un foro, varias reuniones o la creación de una red de oficiales de información para el intercambio de mejores prácticas, dar seguimiento a la implementación de la Ley Modelo sobre Acceso a la Información Pública, promover la implementación de proyectos de cooperación, promover una cultura de transparencia, desarrollar programas de capacitación para funcionarios públicos a fin de que puedan cumplir con el derecho de acceso a la información pública, desarrollar lineamientos para la conservación y gestión adecuadas de la información, y el intercambio/discusión sobre la incorporación de la normativa interamericana en los tribunales nacionales. La señora María Marván, Comisionada del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos en México, agregó otras sugerencias, observando que un programa interamericano podría promover la formulación de políticas públicas, leyes y mejores prácticas, establecer un mecanismo de monitoreo en la región para dar seguimiento a la implementación de la Ley Modelo, crear una base de apoyo para el proceso legislativo en distintos países, asistir a los Estados Miembros en el establecimiento de los mecanismos necesarios para la implementación de la ley, garantizar la cooperación de la sociedad civil y los medios de comunicación en todas las etapas del proceso; incluir programas de capacitación para la sociedad civil, funcionarios públicos, y en el poder judicial; desarrollar sistemas para educar al público sobre la existencia y el ejercicio de este derecho; crear un mecanismos de supervisión y control; planificar y celebrar seminarios, talleres y otros eventos para promover el derecho; y alentar a los donantes a que apoyen los esfuerzos de los Estados Miembros para establecer un sistema. Las delegaciones de México y Perú hicieron breves intervenciones en apoyo a la necesidad de crear un programa interamericano. 
El Presidente de la reunión solicitó que este informe de la Sesión Especial se preparara de manera que los Estados Miembros pudieran examinar las deliberaciones de la sesión y, en una sesión futura de la CAJP considerar el tema de si debe crearse un programa interamericano sobre acceso a la información pública, llegar a un acuerdo en cuanto a la metodología a seguir para la redacción del programa, en caso de que Estados deseen ya ir avanzando, y presentar ideas preliminares sobre el contenido del programa.
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II. Sesión de apertura
La sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) sobre Acceso a la Información Pública, organizada por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General, se celebró el 13 de diciembre de 2010. El Embajador Hugo de Zela, Presidente de la CAJP y Representante Permanente del Perú ante la OEA, abrió la sesión especial y dio la bienvenida a las delegaciones de los Estados y demás participantes. Observó que se trataba de la tercera sesión especial de la Comisión sobre el tema del acceso a la información pública. El Embajador de Zela recordó que la Asamblea General de la OEA, mediante las resoluciones AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la Democracia” y AG/RES. 2607 (XL-O/10), “Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública,” encomendó al Consejo Permanente que, en el marco de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), convocara una sesión especial, durante el segundo semestre de 2010, con la participación de los Estados Miembros, la Secretaría General y representantes de la sociedad civil, para examinar la posibilidad de elaborar un programa interamericano sobre acceso a la información pública, teniendo en consideración las Recomendaciones sobre Acceso a la Información (CP/CAJP-2599/08), presentadas a la CAJP el 24 de abril de 2008, y tomando en cuenta la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y las observaciones que los Estados Miembros puedan presentar sobre la misma.
El Embajador de Zela informó que más de 30 organizaciones de la sociedad civil se registraron para participar en la sesión especial y que la lista de dichas organizaciones se distribuiría a las delegaciones.

Cuando enumeró varios objetivos de la sesión especial, el Embajador de Zela observó que esperaba que la sesión especial sirviera para examinar los avances logrados en el área del acceso a la información pública en los Estados Miembros, en sus autoridades públicas, así como examinar las leyes vigentes en los Estados Miembros, los informes anuales de la Relatora Especial para la Libertad de Expresión, y la jurisprudencia pertinente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Además, señaló que la sesión especial ofrecía a los estados la oportunidad de realizar observaciones sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública, así como actualizar el informe sobre mejores prácticas en el Hemisferio y considerar el tema de la protección de datos. Por último, el Embajador de Zela indicó que la sesión especial debía utilizarse para examinar la posibilidad de crear un programa interamericano sobre acceso a la información pública.
III. Labor de la OEA en torno al acceso a la información pública 

A. Principios del acceso a la información pública

Debido a los cambios de fecha de la sesión especial, el señor David Stewart, miembro del Comité Jurídico Internacional, quien estaba programado que presentara los Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información (CJI/RES 147 (LXXIII-O/08), aprobados por el Comité Jurídico Interamericano en su 73° período ordinario de sesiones, celebrado del 4 al 14 de agosto de 2008, no pudo asistir a la sesión especial. Sin embargo, el Embajador de Zela observó que los principios ya habían sido previamente presentados a la CAJP por el Comité Jurídico Interamericano y que el documento se habían distribuido con los demás documentos de la sesión especial. 
B. Recomendaciones sobre el acceso a la información pública 

El Presidente presentó al primer panel del día, observando que se centraría en la presentación de las recomendaciones sobre el acceso a la información publica contenidas en el estudio organizado por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos (CP/CAJP-2599/08) y presentadas a la CAJP el 24 de abril de 2008. [AG/RES. 2514, párrafo resolutivo 8.a]
i) Recomendaciones a las entidades, órganos y organismos de la OEA:
– María del Carmen Palau, Especialista, Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad, OEA


La señora María del Carmen Palau, Especialista en el Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad de la OEA presentó el Estudio sobre las Recomendaciones sobre Acceso a la Información (CP/CAJP-2599/08). Explicó que por mandato establecido mediante la resolución AG/RES 2288 (XXXVII-O/07), el Departamento de Derecho Internacional coordinó un grupo de trabajo integrado por representantes de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, el Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad, el Comité Jurídico Interamericano, la CAJP, la Fundación para las Américas, y expertos prominentes de la sociedad civil a efectos de producir el estudio. 

La señora Palau observó que el estudio final se divide en dos partes: los antecedentes que establecen el acceso a la información como un derecho humano de acuerdo con los instrumentos internacionales y la jurisprudencia aplicable, y presentan el acceso a la información como un derecho democrático de suma importancia para la gobernabilidad de los estados. La segunda parte presenta una serie de recomendaciones de políticas y legislativas dirigidas a la OEA y a sus Estados Miembros.


Tras mencionar que más adelante la señora Laura Neuman presentaría una visión general de las recomendaciones formuladas a los Estados Miembros de la OEA, la señora Palau procedió a explicar que en el estudio se recomienda que la Organización:

· Adopte e implemente una política de información interna, congruente con las recomendaciones legislativas enumeradas en el estudio. 

· Considere la preparación y promulgación de una convención, ley modelo u otro instrumento internacional sobre acceso a la información. 

· Asista a los Estados Miembros en establecer e implementar el derecho de acceso a la información. 
· Asista a los Estados Miembros a establecer los mecanismos necesarios para informar sobre sus avances en la sanción, implementación y cumplimiento del derecho de acceso a la información.

· Asista a los estados en la educación y capacitación de funcionarios (oficiales de información) responsables de suministrar el acceso a la información. 

· Facilite la participación de las organizaciones de la sociedad civil y de los medios en el desarrollo de sistemas efectivos de acceso a la información mediante la educación del público en general sobre la existencia y ejercicio de este derecho y en la creación de sistemas de seguimiento y control. 

· Apoye a los Estados Miembros a que compartan sus mejores prácticas y lecciones aprendidas. 

· Continúe a incluir en el informe anual de la Relatoría Especial sobre Libertad de Expresión de la CIDH, un informe sobre la situación del acceso a la información en la región. 
· Aliente y prepare seminarios, talleres y otros eventos para promover el derecho de acceso a la información. 
· Aliente a los donantes a apoyar los esfuerzos de los estados para establecer el derecho a un sistema de acceso a la información. 

· Realice un estudio de antecedentes y recomendaciones, con las mismas características del presente, sobre el tema de protección de datos personales. 

Centrándose en la primera recomendación, que la OEA “Adopte e implemente una política de información interna”, la señora Palau observó que, en los últimos años, otras instituciones multilaterales, como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) han adoptado políticas de acceso a la información que podrían servir de modelo para la OEA. Indicó que más adelante, la señora Lisa Lui explicaría más a fondo la experiencia del Banco con su recientemente adoptada y actualizada política de acceso a la información.

ii) Acceso a la información en el Banco Mundial:

–Lisa Lui, Abogada Principal, Política de Información, Banco Mundial 

La señora Lisa Lui, Abogada Principal de Política de la Información de la Vicepresidencia Legal en el Banco Mundial, indicó que iba a procurar ofrecer a la CAJP los antecedentes del sistema de acceso a la información en el Banco Mundial y cómo la institución decidió adoptar una política de divulgación de la información, así como las experiencias del Banco hasta la fecha con su implementación.

La señora Lui describió cómo el enfoque del Banco en materia de acceso a la información había ido evolucionando, y señaló que para esta institución no se trataba de algo nuevo. Desde 1983, prácticamente cada dos años el Banco se autoevalúa y examina sus mecanismos de acceso a la información. En 1993, el Banco Mundial adoptó su primera política de acceso a la información, que se basaba en poner información operacional a la disposición del público. En 2005, el Banco comprendió que debía poner a la disposición del público un acervo mucho mayor de información, especialmente sobre sus operaciones y financiamiento. Adoptó medidas para garantizar que documentos tales como las actas de las reuniones del Directorio, documentos de estrategia operacional y la información de los prestatarios (incluyendo los planes de adquisiciones) se ponían a la disposición del público. De acuerdo con esta política de acceso a la información, el Directorio del Banco aprobó una lista de los documentos a divulgar. 


A mediados de 2000, el Banco Mundial incrementó sus trabajos en el área de gobernabilidad y brindado asesoramiento a los Estados Miembros en materia de transparencia. La señora Lui indicó que el Banco Mundial reconoció que con ese tipo de asesoramiento, el Banco debía mirarse a sí mismo y ser más transparente. El Banco realizó consultas con los países miembros, se reunió con 33 gobiernos de los Estados Miembros, la sociedad civil, el público en general y otras partes interesadas, comunidades de donantes, etc., para averiguar qué información pensaban que el Bando debería estar divulgando. De acuerdo con este análisis, el Banco Mundial examinó las leyes de acceso a la información de dos de países, los Estados Unidos y la India, y las tuvo muy presentes en la formulación de su nueva política. 

En 2009, la nueva política de acceso a la información fue aprobada. Entró en vigor el pasado mes de julio de 2010. La señora Lui observó que el Banco tardó siete meses en establecer la infraestructura y capacitar al personal para poder implementar la política. Sin embargo, agregó que todavía se trata de un proceso de aprendizaje. Con la nueva política, el Banco Mundial pasó de contar con una lista de documentos cuya divulgación aprobaban los directores ejecutivos a un sistema en el que básicamente toda la información en posesión del Banco está a la disposición del público, a no ser que forme parte de una clara lista de excepciones incluidas en la política. 

Si bien el cambio fue relativamente radical, los objetivos del Banco siguieron siendo los mismos – en concreto, la señora Lui observó que como institución de financiamiento para el desarrollo, el Banco se esfuerza en actuar de forma transparente en relación con sus proyectos y programas (especialmente con los grupos afectados por sus operaciones), compartir sus conocimientos y las enseñanzas extraídas de su experiencia mundial y dar mayor calidad a sus operaciones trabajando en colaboración con la comunidad de desarrollo. Como organización intergubernamental de propiedad de los países, el Banco debe atender las inquietudes y preocupaciones de sus accionistas. Como todo prestatario, el Banco ha llegado a la conclusión de que el libre acceso a la información ayuda a atraer a compradores para sus emisiones de valores. Como empleador, el Banco procura proporcionar a todos sus empleados toda la información que necesitan para cumplir sus cometidos.


La señora Lui observó que la nueva política sobre acceso a la información incluye cinco principios rectores – 

1. Ampliar al máximo el acceso a la información.

2. Establecer una clara lista de excepciones.

3. Proteger el proceso de deliberación.

4. Proporcionar claros procedimientos para difundir la información.

5. Reconocer el derecho de los solicitantes a un proceso de apelación.
La señora Lui explicó que la Política del Banco Mundial sobre Acceso a la Información contiene una lista de diez excepciones (información restringida): 

1. Información personal: El Banco protege la privacidad personal de sus funcionarios y el carácter confidencial de la información personal sobre ellos (por ejemplo, registros de personal, mensajes personales de correo electrónico). 

2. Comunicaciones de las Oficinas de los Directores Ejecutivos. 
3. Procedimientos del Comité de Ética para Autoridades del Directorio (a menos que los Directores Ejecutivos decidan comenzar a divulgar esa información).

4. Relación de confidencialidad entre abogado y cliente: El Banco no da acceso a información sujeta al secreto profesional entre abogado y cliente, incluidas, entre otras cosas, las comunicaciones efectuadas y/o recibidas por el Consejero Jurídico General, los abogados internos de la institución y otros asesores jurídicos.

5. Seguridad y protección: El Banco no proporciona acceso a información cuya divulgación pondría en riesgo la seguridad de los funcionarios del Banco y sus familiares, los contratistas, otras personas y los activos del Banco, o información cuya divulgación probablemente ponga en peligro la vida, la salud o la seguridad de alguna persona o del medio ambiente.

6. Información restringida en el marco de mecanismos de divulgación independientes: El Banco no da acceso a información cuya divulgación está restringida en virtud de los mecanismos de divulgación independientes aplicados por el Grupo de Evaluación Independiente, el Panel de Inspección, la Vicepresidencia de Integridad Institucional y el proceso de sanciones del Banco. 
7. Información confidencial proporcionada por países miembros o por terceros: El Banco no da acceso a la información proporcionada por un país miembro o un tercero en el entendimiento de que la misma es confidencial, a menos que ese país miembro o tercero otorgue su consentimiento expresamente.
8. Cuestiones administrativas institucionales: por ejemplo, los gastos, las contrataciones, los bienes inmuebles y otras actividades de la institución (a fin de concentrar recursos en la disponibilidad pública de la información administrativa del Banco).

9. Información sobre deliberaciones: El Banco da a conocer públicamente las decisiones, los resultados y los acuerdos derivados de sus procesos de deliberación, pero de conformidad con los principios rectores de la Política, el Banco salvaguarda el intercambio de ideas libre y franco, y no proporciona acceso a: información (incluidos los mensajes de correo electrónico, las notas, las cartas, los memorando, los proyectos de informes u otros documentos) preparada para las deliberaciones, o intercambiada en el curso de las mismas, con países miembros u otras entidades con las que el banco coopera, o información preparada para sus propias deliberaciones interna, o intercambiada en el curso de las mismas, incluidos los siguientes documentos relacionados con las deliberaciones del Directorio. 

10. Información financiera: (a) previsiones financieras y evaluaciones crediticias; (b) transacciones financieras y presupuestarias; (c) transacciones individuales en el marco de préstamos y fondos fiduciarios; y (d) información bancaria y de facturación.

La señora Lui también observó que el Banco se reserva el derecho a no divulgar información que habitualmente daría a conocer de determinarse que tal divulgación probablemente causaría perjuicios que superan los beneficios derivados de la misma. El Banco se reserva el derecho a ejercer su prerrogativa de divulgar información que tiene carácter restrictivo en virtud de la Política de determinarse que los beneficios de su divulgación superan los perjuicios potenciales. Cada prerrogativa contiene requisitos específicos.

En los siete meses antes de su entrada en vigor, la señora Lui mencionó que el Banco había invertido muchos recursos en asegurarse de que esta política se iba a implementar con eficacia, incluyendo el importante componente de capacitación obligatoria para el personal, y la preparación de material informativo tanto para el personal como para los países miembros a efectos de que tengan conocimiento y estén informados con respecto a cómo, de ahora en adelante, se manejará la información producida para el Banco, dentro del mismo, o suministrada al mismo. 

iii) Recomendaciones para los Estados Miembros de la OEA:

– Laura Neuman, Directora de de Proyecto de Acceso a la Información y Directora Asociada del Programa de las Américas, Centro Carter 

Laura Neuman, Directora Asociada del Programa de las Américas del Centro Carter, una organización no gubernamental dirigida por el ex presidente Jimmy Carter, explicó el valor del acceso a la información, observando que es un derecho humano fundamental y que es crítico para el ejercicio de otros derechos. Asimismo, indicó que es una herramienta para combatir la corrupción, incrementar la rendición de cuentas, promover la participación ciudadana, fomentar una administración pública más eficiente, mejorar el uso de los escasos recursos, alentar la inversión extranjera, y en general, mejorar la confianza que tienen los ciudadanos en sus gobiernos y, a la inversa, el grado de receptividad de los gobiernos en cuanto a las necesidades de sus ciudadanos. 

La señora Neuman aclaró las diferencias entre el acceso a la información pública, el habeas data y las leyes sobre protección de datos. La señora Neuman explicó que el acceso a la información pública permite que toda persona pueda solicitar documentos públicos. No se basa en ningún interés de carácter personal y su propósito es incrementar la apertura. Por otro lado, el habeas data permite a una persona en particular acceder a sus propios registros personales o documentos relacionados con los mismos, como certificados de nacimiento o expedientes médicos, así como solicitar correcciones en sus documentos personales. El propósito del habeas data es garantizar la exactitud de los registros públicos en relación con personas específicas. Por último, la señora Neuman explicó que las leyes sobre protección de datos permiten garantizar a las personas que su información permanece privada y limitan la recopilación de datos personales y su uso. El propósito de las leyes sobre protección de datos es proteger la privacidad y garantizar que la divulgación de datos personales se basa en el consentimiento de la persona afectada.

En su examen de la historia del acceso a la información en la región, la señora Neuman afirmó que actualmente hay 18 Estados Miembros con leyes sobre el derecho de acceso a la información, y ocho Estados Miembros con decretos o proyectos de ley sobre el acceso a la información. Nueve Estados Miembros tienen derechos constitucionales a la información pero no cuentan con ninguna ley o proyecto de ley al respecto. La señora Neuman explicó que el derecho de acceso a la información se basa en el Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en un conjunto de resoluciones de la Asamblea General y la Declaración de Nuevo León. Mencionó, asimismo, la decisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Claude Reyes y otros c. Chile en 2006, así como la participación de la OEA en la Conferencia Internacional sobre el Derecho de Acceso a la Información, que culminó con la “Declaración de Atlanta y Plan de Acción para el Avance del Derecho de Acceso a la Información.” La señora Newman informó que justo después de la celebración de la Conferencia Internacional, la CAJP publicó sus “Recomendaciones sobre el acceso a la información,” que condujeron a la elaboración de los “Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información” del Comité Jurídico Interamericano en 2008. La señora Neuman observó que, en 2009, la Relatora Especial para la Libertad de Expresión copatrocinó la Conferencia Regional de las Américas sobre el Derecho de Acceso a la Información, que culminó en los “Hallazgos y Plan de Acción de las Américas para el Avance del Derecho de Acceso a la Información.” Más recientemente, la Asamblea General de la OEA aprobó la resolución AG/RES 2607 sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y su Guía de Implementación, aprobando y adjuntando en la misma el texto de dicho instrumento. 

La señora Neuman explicó que si bien las Américas como región, en muchos aspectos, está por delante de otras regiones en lo que se refiere al tema del acceso a la información, quedan aún muchos desafíos que enfrentar, razón por la cual considera necesario seguir examinando las áreas en las que ha hecho un buen trabajo y las áreas en las que se debe mejorar.

La señora Neuman alentó a todos a que tuvieran presentes los siguientes principios básicos que proporcionaban el contexto substantivo de las deliberaciones de la tarde – 
· El acceso a la información es un derecho fundamental.

· Todos los Estados deberían promulgar legislación que permita el ejercicio de ese derecho. Un derecho constitucional puede ser difícil de ejercer para las personas. Sin un estatuto que contemple cuestiones relativas a la implementación y cumplimiento, un derecho constitucional por sí solo no es suficiente. 

· Toda la información es accesible, a no ser que esté claramente definida como una excepción en la ley.

· El derecho de acceso a la información se aplica a todos los órganos públicos y órganos privados que reciben fondos públicos u ofrecen subsidios públicos.

· Los órganos públicos deberían divulgar información clave de forma regular y proactiva (también conocido como publicación proactiva).

· Deberían establecerse reglas claras y sencillas que orienten el proceso de presentación de una solicitud, incluyendo los plazos necesarios para garantizar que se atiende con prontitud.

· La carga de la prueba para justificar la denegación de una solicitud es responsabilidad de la autoridad pública.

· Toda persona debería tener el derecho de un proceso de apelación frente a cualquier decisión adversa o denegación.

· Sanciones a todo funcionario que deliberadamente niegue u obstruya el acceso a la información. 

· Deberían tomarse medidas para promover el acceso a la información e implementar legislación, incluyendo la gestión de archivos y capacitación. 

La señora Newman pasó a las recomendaciones sobre el acceso a la información y las clasificó en tres categorías: recomendaciones para todos los Estados Miembros, recomendaciones para los Estados Miembros que cuentan con legislación, y recomendaciones para los Estados Miembros que aún no han promulgado legislación. La señora Newman explicó que las recomendaciones provienen de las recomendaciones de la OEA, así como de varias conferencias internacionales y regionales sobre el tema.

La señora Newman recomendó a los Estados Miembros de la OEA que: 

· Hagan del acceso a la información un aspecto inherente a todos los deberes públicos y un elemento central de las funciones y políticas de estado. 
· Garanticen que todas las políticas públicas y regulaciones concuerdan con los principios de máxima divulgación y transparencia.

· Abroguen todas las leyes que contravengan el derecho de acceso a la información. Las leyes de secretos oficiales – cuando sean contradictorias – deben ser modificadas a efectos de que concuerden con el derecho de acceso a la información. 

· Integren la promoción del derecho de acceso a la información en las estrategias de desarrollo y crecimiento nacional y políticas sectoriales.

· Asignen los recursos financieros necesarios para crear y mantener el acceso eficaz a los sistemas de información. El gasto a corto plazo es una ganancia a largo plazo.

· Adopten sistemas eficaces de gestión de la información y mantenimiento de archivos.

La señora Newman recomendó a Estados Miembros que no cuentan con leyes de acceso a la información que: 

· Aprueben una ley de acceso a la información que cumpla con el derecho internacional y mejores prácticas, incluyendo la máxima divulgación.

· Garanticen que se cumplen las normas mínimas establecidas en Claude Reyes c. Chile.

· Incluyan a la sociedad civil en el proceso de elaboración de la ley.

· Establezcan sistemas para la divulgación proactiva y gestión de archivos, incluso antes de contar con un derecho estatutario.

· Consideren medios que permitan el ejercicio de un derecho constitucional.

La señora Newman recomendó a los Estados Miembros que cuentan con leyes de acceso a la información que: 

· Se aseguren de que la ley y los mecanismos para vigilar su cumplimiento se implementan con efectividad.

· Se centren en la divulgación proactiva y medios creativos para hacer llegar la información al público. La manera más eficaz para garantizar que la ley está funcionando no es responder a solicitudes, sino poner activamente información a la disposición del público.

· Designen oficiales de información responsables de la información y las respuestas a las solicitudes de información.

· Creen un mecanismo de cumplimiento eficaz. Para algunos países puede ser una comisión o comisionado de información, mientras que otros cuentan con un tribunal de apelaciones. La experiencia ha demostrado que cuando no hay un órgano intermediario que pueda tomar decisiones relativas al cumplimiento, es difícil que los ciudadanos puedan ejercer su derecho de acceso a la información

· Ofrezcan capacitación a todos los funcionarios públicos y capacitación específica para funcionarios clave.

· Participen en campañas de sensibilización pública.

· Compartan experiencias y mejores prácticas con los demás Estados Miembros. 
– Observaciones de las delegaciones 
La delegación de El Salvador observó que justo unos días antes de la sesión especial, su país aprobó una ley de acceso a la información pública. Cuando describió el proceso legislativo para la redacción y aprobación de la nueva ley, el delegado de El Salvador mencionó el importante papel que desempeñó la Ley Modelo de la OEA sobre Acceso a la Información Pública, así como la legislación de otros países del Hemisferio, en la redacción y finalización del texto de la nueva ley salvadoreña. La delegación de El Salvador explicó que la legislación cumple con las normas dictadas por la Ley Modelo y establece la creación de una Institución de Información Pública para dar seguimiento a la implementación de la ley y solucionar controversias relacionadas con el proceso y solicitudes de información. Se trata de una institución que estará conformada por personas no designadas por el gobierno, sino la sociedad civil, académicos, el sector privado y otras organizaciones. 
La delegación del Perú, en referencia a la presentación de la señora Lisa Lui, solicitó acceso a los documentos y materiales sobre la política de acceso a la información del Banco Mundial a efectos de distribuirlos a los miembros de la CAJP. El Presidente observó que los documentos estaban a la disposición de los Estados Miembros y que iban a ser distribuidos. 
C. Mejores prácticas sobre acceso a la información 

El Presidente presentó al siguiente panel, observando que se centraría en la presentación de las respuestas al Cuestionario sobre Legislación y Mejores Practicas sobre Acceso a la Información Pública (CP/CAJP-2608/08).
i) Cuestionario de Mejores Prácticas:

– Observaciones de Karina Banfi, Secretaria Ejecutiva, Alianza Regional para la Libertad de Expresión e Información


Karina Banfi, Secretaria Ejecutiva de la Alianza Regional para la Libertad de Expresión e Información, una red de 24 organizaciones en 18 países de todo el Hemisferio que se centra en la defensa y promoción de la libertad de expresión y el acceso a la información como derechos fundamentales, explicó que se había solicitado a la Alianza Regional que trabajara en el marco del cuestionario sobre acceso a la información que había sido distribuido a todos los Estados Miembros. El cuestionario se distribuyó tanto a los Estados Miembros como a la sociedad civil en 2008 y fue presentado en la sesión especial anterior sobre acceso a la información pública. En esta ocasión, la señora Banfi explicó que la sociedad civil tuvo la oportunidad de conocer los avances o retrocesos en el área del acceso a la información. Además, la señora Banfi explicó que se solicitaron respuestas al cuestionario a los nuevos miembros de la Alianza Regional y que, por lo tanto, las respuestas actualizadas de la sociedad civil al cuestionario incluyen las respuestas sobre la situación del acceso a la información en los Estados Miembros que no estaban incluidas en las repuestas de 2008. 
En términos generales, la señora Banfi observó que los resultados de los cuestionarios completados por la sociedad civil no mostraban ni grandes avances ni retrocesos en el Hemisferio. Sin embargo destacó varios cambios en Argentina, Chile, El Salvador, Costa Rica y México.

En Argentina, la señora Banfi observó que desde 2009 ha habido cambios en el personal de la Subsecretaria para la Reforma Institucional y Fortalecimiento de la Democracia (SRIFD), la autoridad encargada de hacer cumplir la ley de conformidad con el Decreto 1172/03 que regula el acceso a la información pública en manos del Ejecutivo Federal. Tras la salida de ciertas personas del SRIFD, se hizo evidente que varias autoridades habían dejado de publicar información clave en Internet, incluyendo estadísticas. Sin embargo, el año pasado se estuvo promocionando activamente el acceso a la información a través de la presentación de 18 proyectos de ley sobre acceso a la información. En septiembre de 2010, el Senado aprobó un proyecto de ley sobre acceso a la información que actualmente se encuentra en la Cámara de Representantes. Se prevé que la Cámara de Representantes considere el proyecto de ley durante los primeros meses de 2011. 

En Chile, la señora Banfi observó dos medidas importantes adoptadas en 2008, incluyendo la aprobación de la Ley sobre Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de los Órganos de la Administración del Estado, así como la creación del Consejo para la Transparencia. La señora Banfi observó que la aprobación de la ley fue impulsada por el caso Claude Reyes c. Chile. Indicó que el Consejo para la Transparencia, una autoridad pública autónoma con personalidad jurídica, tiene entre sus facultades la salvaguarda del derecho de acceso a la información pública. 
En Costa Rica, la señora Banfi explicó que se han empezado a formular recomendaciones sobre normas mínimas para los sitios de Internet de los órganos públicos, indicando la información las autoridades deberían incluir para facilitar el acceso de los ciudadanos a la información. Sin embargo, la señora Banfi observó que todavía está pendiente la aprobación de la ley sobre transparencia y acceso a la información pública.

En El Salvador, la señora Banfi observó que existe una disposición constitucional sobre el acceso a la información, pero la sociedad civil no la consideraba suficiente para garantizar el ejercicio de este derecho, por lo que presionó para que se adoptara legislación. En junio de 2009 empezó el proceso para la creación de la Subsecretaria de Transparencia y Anticorrupción dentro de la Secretaría de Asuntos Estratégicos de la Presidencia. Entre abril y junio de este año, el gobierno salvadoreño celebró un foro de consulta sobre el proyecto de ley sobre acceso a la información pública. Una organización salvadoreña de la sociedad civil participó en este foro, lo que fortaleció la idea de trabajar juntos en el futuro. El 2 de diciembre de 2 de 2010, la Asamblea aprobó la Ley sobre Acceso a la Información. 
En México, la señora Banfi observó dos casos que han sido motivo de preocupación. Explicó que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (TFJFA) asumió jurisdicción para anular una decisión del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI), a pesar de no tratarse de una entidad especializada, como se estipula en la Sección IV del Artículo 6 de la Constitución mexicana. Además, el Estado de Campeche introdujo enmiendas a la Ley sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública que, según la señora Banfi, difieren de las disposiciones del Artículo 6 de la Constitución mexicana. 
Las respuestas de la sociedad civil al cuestionario de 2010 sobre mejores prácticas incluían respuestas sobre la situación del acceso a la información en seis Estados Miembros – Bolivia, Colombia, Ecuador, Paraguay, Uruguay y Venezuela – que no estaban incluidas en las respuestas de 2008. En el caso de Bolivia, la señora Banfi observó que el país no cuenta con una ley sobre acceso a la información, sin embargo, durante los últimos dos años, se ha estado trabajando en un proyecto de ley. La señora Banfi indicó que actualmente la sociedad civil está trabajando a fin de presentar sus comentarios y opiniones sobre el proyecto de ley.

La señora Banfi explicó que algo parecido está sucediendo en Colombia, donde un grupo de la sociedad civil está trabajando en un proyecto de ley sobre acceso a la información y transparencia. La señora Banfi indicó que en virtud de la Ley 57 de 1985, es obligación del Estado publicar las leyes y documentos oficiales. Sin embargo, señaló que cada vez es más evidente que Colombia necesita una ley específica sobre acceso a la información.

En el caso de Ecuador, la señora Banfi explicó que el país cuenta con una ley que se remonta a 2004, pero ha habido una cierta recaída. En un ejercicio anual de monitoreo por medio del cual se contacta a las oficinas de las autoridades públicas en relación con un informe que deben proporcionar sobre la información que se ha solicitado o publicado, de 40.000 autoridades solamente 470 respondieron. 

En Paraguay, la sociedad civil está trabajando en un proyecto de ley que va a presentarse al Congreso. Si bien existe una disposición constitucional sobre acceso a la información, según la señora Banfi, no hay datos que demuestren que el Estado está proporcionando información cuando se le solicita. 

En Uruguay, la señora Banfi observó que se aprobó una ley en 2008 y que actualmente la sociedad civil está trabajando con el Estado para su implementación.

En Venezuela, si bien el país no cuenta con una ley federal, la señora Banfi señaló que se han logrado ciertos avances en algunas regiones y municipalidades con leyes locales sobre acceso a la información. El país también cuenta con un mecanismo para solicitar información que está contemplado en la Constitución, sin embargo, la sociedad civil ha encontrado que en el 85-100% de los casos no se ha respondido a una solicitud de información.

La señora Banfi enumeró las siguientes recomendaciones que la sociedad civil quisiera formular a los Estados Miembros: 

· La importancia de que todos los Estados cuenten con una ley sobre acceso a la información. Explicó que una disposición constitucional no es suficiente. 
· La necesidad de poner mayor énfasis en las políticas sobre la creación y conservación de documentos y archivos.

· La necesidad de tomar medidas para que las entidades responsables de la supervisión e implementación de las regulaciones sobre acceso a la información cuenten con el presupuesto necesario para el desempeño de las funciones que se les asignen.

· Que las escuelas (especialmente las que se centran en el periodismo) incorporen como materia obligatoria el estudio de estos temas.

· La necesidad de realizar mayores esfuerzos en la capacitación de funcionarios públicos.

ii) Intercambio de mejores prácticas:

– Observaciones de Raúl Ferrada, Director General, Consejo para la Transparencia, Chile
El señor Raúl Ferrada, Director General del Consejo para la Transparencia en Chile, observó que la Ley 20.285 sobre Acceso a la Información todavía es una ley bastante nueva, habiendo entrado en vigor el 20 de abril de 2009. La Ley cumple con el Artículo 8 de la Constitución que consagra el principio de la transparencia y el reconocimiento y garantía del derecho de acceso a la información. 
El Consejo para la Transparencia es un órgano autónomo que tiene por objeto promover la transparencia en la administración pública, vigila el cumplimiento de las normas de transparencia y divulgación de información para los órganos de la administración pública y garantiza el derecho de acceso a la información. Sus facultades incluyen el establecimiento de normas, la promoción, capacitación, y divulgación de información, la facultad de auditar a las autoridades encargadas del acceso a la información y protección de datos, la facultad de emitir una decisión final en disputas relacionadas con una negación de acceso a la información, y facultades para sancionar a las autoridades que deliberadamente no cumplan con sus obligaciones de acuerdo con la ley. 
El señor Ferrada observó que la misión del Consejo para la Transparencia es promover la creación e institucionalización de una cultura de transparencia en Chile y asistir en esa tarea, garantizado el derecho de acceso a la información. Indicó, además, que el proceso para lograr ese objetivo no es corto, pero que cuando se aúnan esfuerzos y se trabaja con los demás en el gobierno para que vean que el Consejo no sólo es un órgano regulador sino que está allí para unirse a ellos en los esfuerzos por garantizar la implementación de la ley.

El señor Ferrada explicó que la ley chilena contiene una lista claramente especificada de las excepciones que son restrictivas. Señaló que, además de su función reguladora, el Consejo para la Transparencia debe servir como un modelo de transparencia dentro del país. El Consejo para la Transparencia trabaja para difundir el mensaje en todo el país de que todos, incluidas las entidades públicas, los ciudadanos, etc., salen ganando con una mayor transparencia.

El señor Ferrada destacó la importancia de la cooperación internacional y el papel que ha desempeñado en la creación del Consejo para la Transparencia. El Consejo recibió asistencia técnica y mejores prácticas del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el IFAI de México para su creación, incluyendo la capacitación de los Comisionados. Además, el señor Ferrada observó que el Consejo colaboró en la redacción de la Ley Modelo de la OEA sobre Acceso a la Información Pública, así como en un proyecto de desarrollo sobre intercambio de información financiado por el Banco Mundial que contó con la participación de Perú, Bolivia, Uruguay, México, Canadá y Chile. El Consejo para la Transparencia está trabajando con el IFAI de México para empezar un proyecto piloto sobre el intercambio de experiencias y mejores prácticas. 
En un examen de las estadísticas relacionadas con la implementación de la ley, el señor Ferrada explicó que, en Chile, más de 5.600 participantes han recibido capacitación en talleres de desarrollo de capacidad. El Consejo para la Transparencia ha visto un aumento en el número de solicitudes de información – habiéndose realizado 53.760 solicitudes. De ellas, 1.501 fueron objeto de apelación entre abril de 2009 y noviembre de 2010, sobre las cuales el Consejo ha emitido una decisión en 1.328 de esos casos.

En cuanto al monitoreo de la implementación de la ley, el señor Ferrada observó que un examen reciente de 261 instituciones reveló que el cumplimento promedio de las disposiciones de la ley es un 88 por ciento. Anunció los planes del Consejo de publicar una clasificación de los órganos públicos según su nivel de cumplimiento de las disposiciones de la ley a fin de generar la competencia entre ellos. 
El señor Ferrada observó que el Consejo todavía enfrenta los siguientes desafíos en cuanto a la implementación de la ley:

· Incrementar los niveles de concienciación institucional y pública;

· Completar el proceso de fortalecimiento de la capacidad institucional;

· Crear un sistema de información integrado;

· Implementar una política de gestión de documentos; y 

· Mejorar la legislación en el área de protección de datos personales.

En conclusión, el señor Ferrada explicó que el sistema de transparencia en Chile se basa en la Constitución, una ley especializada y un órgano de supervisión independiente con facultades legislativas, de supervisión, disciplinarias y de asesoramiento, e indicó que el Consejo para la Transparencia optó desde el principio por servir de facilitador y socio en el proceso de implementación de la cultura de transparencia en Chile. 
iii) Mejores prácticas en los Estados Miembros de la OEA:

– Observaciones de las delegaciones 

La delegación de la República Dominicana observó que en su país el acceso a la información está regulado por una ley aprobada en 2004, así como por Decreto Presidencial. Además, la delegación señaló que el derecho de acceso a la información está consagrado en la nueva Constitución de la República Dominicana. A efectos de cumplir con la ley sobre acceso a la información, las autoridades están obligadas a establecer una organización interna para sistematizar la información de interés público y proporcionar acceso a las personas interesadas, así como a publicar la información a través de los medios disponibles. La delegación explicó que la ley contempla sanciones por incumplimiento. En caso de denegación de una solicitud de información, los ciudadanos tienen recursos administrativos y jurisdiccionales a su disposición. El ciudadano puede recurrir al órgano de supervisión que supervisa a la entidad que denegó la solicitud, así como a un tribunal administrativo. La delegación indicó que actualmente el gobierno está trabajando para implementar eficazmente la ley, y con la sociedad civil en la creación de un órgano que supervisará la implementación de la ley, a pesar de que la ley no estipula la creación de dicho órgano. Los funcionarios públicos también han recibido capacitación sobre la materia y se ha sensibilizado al público sobre la ley por medio de seminarios y debates. Hay un largo camino que recorrer en el área del acceso a la información, pero la delegación de la República Dominicana expresó que entiende que lo importante es la voluntad de seguir fortalecimiento y garantizado el derecho de acceso a la información. 
La delegación de Costa Rica observó que el derecho de acceso a la información en su país está contemplado en su Constitución. La delegación expresó su preocupación por el hecho de que la Ley Modelo sobre la materia se considere como la única solución. Señaló que el objetivo, en su opinión, es garantizar el derecho de acceso a la información y que los países que pueden sacar provecho de la implementación de la Ley Modelo deberían hacerlo. Pero este no es el caso de Costa Rica, ya que el país cuenta con disposiciones constitucionales de 1949, incluido el Artículo 27, que garantizan el derecho individual y colectivo de solicitar información, así como el Artículo 30, que garantiza el libre acceso a información de los departamentos administrativos. Desde 1978, Costa Rica cuenta con una Ley sobre Administración Pública que ha sido pionera en la región, la cual incluye procedimientos, sanciones, así como un sistema de excepciones. En 2008, se aprobó un nuevo código administrativo que también fortaleció en acceso a la información. La delegación agregó que, desde los años 80, Costa Rica ha contado con una ley sobre jurisdicción constitucional que define el derecho de acceso a la información como un privilegio constitucional y está respaldado por una amplia jurisprudencia constitucional. La delegación afirmó que si bien reconoce que puede hacerse más en el área de acceso a la información, y que algunos aspectos podrían ser regulados por una ley especializada, durante más de 40 años, la práctica democrática en Costa Rica ha sido la de proporcionar acceso a la información sin legislación específica sobre la materia.

La delegación de Chile subrayó que el Consejo para la Transparencia en Chile es un órgano autónomo con amplias facultades de supervisión. Mencionó que varios ministerios han creado oficinas y han mejorado las relaciones externas en respuesta a la nueva ley. La delegación observó que los sitios de Internet del gobierno han mejorado, hasta el punto de que una persona puede buscar la duración del mandato y los términos de contratación del delegado como un empleado del Ministerio de Relaciones Exteriores. La delegación preguntó a los panelistas cómo se manejan los documentos clasificados como secreto o confidenciales de acuerdo con la ley. Por último, la delegación quiso felicitar al Consejo para la Transparencia por servir de buen ejemplo de la cooperación interamericana, viajando a otros países y aprendido sus experiencias, participando en la elaboración de la Ley Modelo de la OEA, con el fin de mejorar la implementación de la ley, así como el intercambio de mejores prácticas aprendidas con la implementación de la ley hasta la fecha.

La delegación de México subrayó la importancia que su país atribuye al derecho de acceso a la información, como si se tratara de un requisito indispensable para el ejercicio de la democracia. Una parte importante de ese derecho es incluir al público en la formulación de las políticas públicas, garantizando canales de información dignos de confianza. En la última década, se han logrado avances importantes en el acceso a la información en México, ya que el derecho a la información no sólo está garantizado en la Constitución, afirmó la delegación, sino también en las leyes federales y locales, toda información en posesión de los órganos federales, estatales y municipales es pública y solamente puede retenerse de forma temporal por razones de interés público, como lo estipula la ley. Según la delegación, el acceso a la información en México ha servido para mejorar la gestión pública, salvaguardar datos personales, y mejorar la organización, clasificación y administración de documentos. Ello ha contribuido, en última instancia, a fortalecer la democracia y el estado de derecho. El Instituto Federal de Acceso a la Información Publica (IFAI), un órgano autónomo, ha sido la fuerza motor detrás de todos estos logros. En cuanto a los avances logrados después de la publicación del cuestionario, la delegación de México observó que, además de la reforma constitucional de 2007, que establece la obligatoriedad de este derecho en todas las agencias federales, también se ha avanzado en muchos de los estados y el Distrito Federal. El delegado mencionó que, en julio de 2010, México aprobó la Ley Federal sobre Protección de Datos, vigente desde entonces. La delegación expresó su voluntad de intercambiar experiencias y mejores prácticas, y de trabajar con otros Estados Miembros, así como con la OEA, en el avance de estos importantes derechos. 
La delegación de Panamá observó que el acceso a la información en su país está regulado por una ley de 2002. Explicó que hay un plazo de 30 días para responder a solicitudes de información y que cuando no se cumple con este plazo, los ciudadanos pueden hacer uso del recurso de habeas data. En Panamá, un Ombudsman se encarga de garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información, ya que los ciudadanos que consideran que se les ha indebidamente ocultado información o que sus derechos de acceso a la información corren peligro, pueden procurar la asistencia del Ombudsman. El Código de Ética para Funcionaros Públicos estipula sanciones administrativas, como advertencias verbales o por escrito, suspensión o destitución del trabajo para los funcionarios que hayan contravenido las disposiciones del código. En cuanto a mejores prácticas, la delegación panameña quiso compartir que han establecido un sistema de adquisiciones a través de Internet que facilita el intercambio de información y el proceso de adquisiciones públicas de bienes y servicios, lo que ha conducido a una transparencia sin precedentes en las funciones públicas. Además, el gobierno de Panamá ha establecido recientemente un sistema de servicio al ciudadano 311 que se encarga de de recibir todas las reclamaciones contra las instituciones públicas y funcionarios públicos. Dicho sistema no sólo permite el acceso a la información sino notificar cualquier irregularidad en la administración pública. Los ciudadanos reciben respuesta a sus reclamaciones en un período de 30 días.

La delegación de Argentina observó que actualmente existe un proyecto de ley en el Congreso que ya ha sido aprobado por el Senado, y mencionó que el proyecto de ley se basa en la Ley Modelo de la OEA.

La delegación del Uruguay destacó la importancia fundamental del tema del acceso a la información. En Uruguay, la norma se basa no sólo en la Constitución, sino también en instrumentos internacionales y regionales. En referencia a la presentación de la señora Banfi, la delegación de Uruguay reiteró que su país aprobó una ley sobre el acceso a la información pública en 2008. La ley incluye principios fundamentales, tales como el principio de máxima divulgación, el principio de excepciones limitadas, el principio de divulgación proactiva, el principio de que el acceso a la información es gratuito y no deberá exceder el costo de reproducción, etc. La delegación observó que actualmente la sociedad civil está trabajando con el órgano de supervisión en la implementación de la ley. En cuanto al desarrollo de capacidad, la delegación del Uruguay indicó que se han llevado a cabo muchos cursos de capacitación.

La delegación de Venezuela subrayó que los Artículos 58, 51 y 143 de la Constitución regulan el acceso a la información. Estas disposiciones estipulan que toda persona tiene derecho a presentar solicitudes de información ante una autoridad pública o funcionario público que tiene en su poder la información deseada, así como a recibir respuesta. Los funcionarios públicos que no actúan de conformidad con las leyes son sancionados, incluyendo la posibilidad de perder su cargo. Además de las disposiciones constitucionales sobre el derecho de acceso a la información, la delegación indicó que Venezuela es parte de instrumentos interamericanos e internacionales que garantizan el acceso a la información pública. Asimismo, el acceso a la información también está contemplado por otras leyes, incluida la Ley Orgánica sobre Administración Pública. La delegación subrayó la importancia del acceso a la información dentro del Hemisferio, así como el importante papel que desempeña en la democracia participativa.
El señor Raúl Ferrada, en respuesta a una pregunta de la delegación de Chile, señaló que el Ministerio de Relaciones Exteriores es un ministerio regulado por el Consejo. En cuanto a la aplicación de excepciones a información solicitada por el ministerio, el señor Ferrada indicó que es fundamental que la persona que examina la solicitud tenga cierto nivel de especialización en la materia, de manera que conozca el trabajo que realiza el ministerio.
En cuanto a mejores prácticas, el señor Ferrada explicó que Chile ha recibido mucha asistencia de otros estados en la implementación de su ley. Señaló que cuatro Comisionados de Chile viajaron a México para aprender de las experiencias del IFAI en México. Ello ha resultado en un magnífico intercambio de información técnica y experiencias. Como un ejemplo de la gran influencia transfronteriza de las prácticas y solución de disputas, el señor Ferrada observó que hay más de una resolución del Consejo que cita la jurisprudencia del IFAI de México. Según el señor Ferrada, después de haberse beneficiado de la cooperación con México, el Consejo para la Transparencia está interesado en compartir sus conocimientos y experiencias con otros estados que decidan tomar este camino. 
El Presidente de la CAJP observó que se solicitaron respuestas al Cuestionario sobre Legislación y Mejores Practicas sobre Acceso a la Información Pública (CP/CAJP-2906/10 corr. 2) a todos los Estados Miembros, y que se habían recibido respuestas de los siguientes Estados Miembros: México, Perú, Chile, Argentina, República Dominicana, El Salvador, Canadá y Panamá. Además, el Presidente informó que el estudio que incluye las respuestas al cuestionario sería distribuido en los próximos meses.

D. Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y Guía de Implementación 

i) Estructura y disposiciones de la Ley Modelo:

– Melanie Anne Pustay, Directora de la Oficina de Políticas de Información, Departamento de Justicia, Estados Unidos
La señora Melanie Anne Pustay, Directora de la Oficina de Políticas de Información en el Departamento de Justicia de los Estados Unidos procuró responder a un comentario realizado en el primer panel sobre si Estados Unidos debería considerar incluir más medidas intermediarias en el proceso de apelación de la Ley de Libertad de Información (FOIA), indicando que actualmente hay medidas intermedias, entre ellas, los centros de servicios para solicitudes FOIA y los enlaces públicos de FOIA, así como un proceso administrativo de apelación, y una nueva oficina de Servicios de Información del Gobierno dentro del Archivo Nacional que ofrece servicios de mediación. También mencionó que el Departamento de Justicia ofrece servicios de Ombudsmen a los solicitantes. La señora Pustay subrayó que si bien es importante contar con mecanismos para la solución de disputas, es mucho más importante prevenir que éstas ocurran. 
Volviendo a la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública, la señora Pustay observó que el alcance de la Ley Modelo cubre todas las ramas y niveles de gobierno. De las principales disposiciones de la Ley Modelo, mencionó el derecho básico del público a saber si la autoridad pública tiene en su poder la información solicitada, el derecho a recibir la información solicitada en forma oportuna, el derecho a apelar si se niega la divulgación de la información, el derecho a presentar una solicitud anónimamente, el derecho a no ser objeto de discriminación u otra cualquier otra medida de represalia por haber realizado una solicitud, y el derecho de no tener que presentar una justificación o prueba para poder realizar una solicitud. 
La señora Pustay explicó que la Ley Modelo cuanta con extensas disposiciones sobre la divulgación proactiva – requisitos de que las entidades públicas publiquen de forma proactiva la información que poseen – sin tener que solicitarse la información. Ello incluye los requisitos de contar con esquemas de publicación e información clave clasificada y a disposición del público, y la obligación de poner a la disposición de todos los ciudadanos toda información previamente dada a conocer a una persona que la solicitó. Explicó con detalle lo que denominó la parte fundamental de la Ley Modelo, la cual es el propio sistema que permite a los ciudadanos realizar solicitudes de información. Conforme a la Ley Modelo, las solicitudes pueden hacerse en cualquier formato – verbalmente o por escrito. Los únicos requisitos que establece la Ley Modelo es que el solicitante proporcione información de contacto (la solicitud puede hacerse anónimamente) y una descripción suficiente de la información que se procura, de manera que la entidad pública pueda ubicarla. Es responsabilidad de la autoridad pública responder a la solicitud. Además, cada autoridad pública debe contar con un oficial de información, alguien que pueda trabajar a nivel interno en la promoción de mejores prácticas y a nivel externo para atender a los solicitantes y recibir sus solicitudes. La señora Pustay explicó que la Ley Modelo abordaba el tema de los costos, observando que es muy importante que no haya costo alguno para la presentación de una solicitud, y como tal, el único costo contemplado por la ley es el costo de reproducción. 

La señora Pustay procedió a describir las excepciones a la divulgación contenidas en la Ley Modelo, y explicó que están divididas en dos categorías diferentes: 1) excepciones por intereses privados protegidos, tales como el derecho a la privacidad o protección de los intereses comerciales; o 2) excepciones por intereses públicos protegidos, tales como la seguridad pública, cuestiones relativas a la ejecución de la ley, la provisión libre y franca de asesoramiento, etc. Explicó que la Ley Modelo establece la supremacía del interés público, junto con el sistema de excepciones, por medio de los cuales si el interés publico en la divulgación es mayor que la necesidad de proteger la información bajo la excepción pertinente, entonces, la Ley Modelo haría necesaria la divulgación de la información a pesar de la existencia de una excepción válida. 
En cuento al cumplimiento y solución de disputas, la señora Pustay observó que la Ley Modelo contempla tanto la apelación interna frente la autoridad pública a la que se dirigió la solicitud, como la apelación externa frente a la Comisión de Información. Mencionó que la Ley Modelo también establece un tercer posible nivel de toma de decisiones con la revisión judicial. Por último, mencionó que la carga de la prueba es responsabilidad de los Estados, en el sentido de que deben demostrar la existencia de una excepción válida, y la parte solicitante no debe demostrar si tiene o no derecho a recibir la información. Además, explicó que la Comisión de Información creada de conformidad con la Ley Modelo debe ser autónoma, con control sobre su propio presupuesto, y debería estar integrada como mínimo por tres o más Comisionados. 
ii) Estructura y contenido de la Guía de Implementación:

– Issa Luna Pla, Investigadora, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México

La señora Issa Luna Pla, Investigadora en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) presentó los Comentarios y Guía de Implementación para la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información. Destacó que la Guía funciona tanto para países con sistemas de derecho común como de derecho civil, ya que sirve de orientación para la implementación y funcionamiento adecuados de la Ley Modelo. La señora Luna Pla señaló que la Guía ofrece recomendaciones concretas a los Estados, además de servir de manual para la aplicación de la ley. La Guía contiene seis capítulos: 1) Adopción de un marco integral; 2) Excepciones de divulgación; 3) Monitoreo, cumplimiento y eficacia de la ley; 4) Asignación de los recursos necesarios para crear y mantener un sistema y una estructura eficaces de acceso a la información; 5) Adopción de políticas y sistemas eficaces de gestión de la información para la creación, mantenimiento y acceso a la información pública; y, 6) Fomento de la capacidad de proveedores y usuarios de información.

La señora Luna Pla explicó que el capítulo 1 sobre la adopción de un marco integral proporciona los elementos necesarios para armonizar una nueva ley de acceso a la información y sistema de divulgación con los sistemas públicos existentes con sistemas de clasificación anticuados, e incluso leyes que pueden conspirar contra la transparencia, como las leyes de secretos estatales. Este capítulo ofrece recursos a los estados para que puedan promulgar las leyes complementarias necesarias para reforzar y contribuir a la garantía del acceso a la información, derogando a su vez aquellas que pueden tener el efecto opuesto, y desarrollar un plan de acción y cronograma para la implementación de la ley. 
El capítulo 2 sobre excepciones de divulgación está estrechamente coordinado para la implementación adecuada del sistema de excepciones de la Ley Modelo para proteger intereses públicos y privados legítimos. Este capitulo brinda orientación sobre la manera en que el órgano encargado de disponer si determinada información constituye o no una excepción a la divulgación debe interpretar la Ley Modelo. A tal efecto, la señora Pla indicó que la Guía brinda la ayuda necesaria para que las excepciones a la divulgación sean interpretadas de acuerdo con los principios de máxima divulgación, proporcionalidad, legitimidad y necesidad, como lo estipula la ley. Además, este capítulo proporciona la información necesaria para la correcta aplicación del interés público y de la prueba del daño al interés público estipulada por la ley. 
La señora Pla explicó que el capítulo 3 sobre monitoreo, cumplimiento y eficacia de la ley contiene más detalles sobre la estructura de la Comisión de Información contemplada en la Ley Modelo, ofrece directrices para la formación, financiamiento y dotación de personal de una comisión, y proporciona información sobre otros sistemas de supervisión y cumplimiento para los Estados que prefieran no formar una comisión como la estipulada en la Ley Modelo. También ofrece una guía para que los estados puedan monitorear la implementación de la ley y su eficacia en todos los aspectos de la divulgación. 
El capítulo 4 sobre las necesidades presupuestarias para la plena implementación de la Ley Modelo ofrece consideraciones que no forman parte del texto de la Ley en sí, sino que ofrece las consideraciones económicas y políticas necesarias para crear presupuestos iniciales (corto plazo) y permanentes (largo plazo) que son vitales para la implementación de la ley, y para la promoción del acceso a la información pública. Este capítulo también contiene una metodología paso a paso y los rubros presupuestarios necesarios para el funcionamiento de un nuevo sistema abierto. La Guía también ofrece fórmulas para calcular la demanda prevista, de manera que los estados puedan presupuestar suficientes recursos para satisfacer la demanda. La señora Pla explicó que este capítulo también incluye información sobre medidas de ahorro que pueden implementarse para maximizar el uso de los recursos públicos asignados a esta importante tarea, incluyendo el hecho de que la promoción de un sistema basado en la divulgación proactiva (donde la información se pone a disponibilidad del público aunque no haya sido oficialmente solicitada), lo cual es mucho menos costoso que un sistema basado en solicitudes (donde la información se proporciona solamente después de que una persona haya solicitado su divulgación, cuyos costos podrían haberse evitado si se hubiera publicado la información con anterioridad). 
El capítulo cinco sobre la gestión de archivos y registros proporciona información sobre cómo formular políticas eficaces, incluyendo la evaluación de los archivos actuales, el desarrollo de un plan permanente eficaz, la formulación de políticas sobre la salvaguarda y destrucción de información, así como el uso de tecnologías para una mejor gestión, procesamiento y archivo de la información del gobierno. Los sistemas de gestión de archivos también desempeñan una función muy importante en la reducción de los costos de un sistema de acceso a la información. Los gobiernos manejan millones, sino miles de millones, de archivos al año, la mayoría de los cuales ahora están en formato electrónico. Cuando se realiza una inversión inicial para establecer un sistema eficaz en el que todos las autoridades y organismos públicos generan, reciben, gestionan y archivan información, se crea un sistema que cuesta una fracción de lo que cuesta un sistema en el que cada autoridad y organismo por separado cuenta con sus propio proceso, software y método para la gestión de información.

La señora Luna Pla observó que el capítulo seis sobre fomento de la capacidad y sensibilización pública subraya que la educación sobre derechos humanos, incluyendo el derecho de acceso a la información, es fundamental. En primer lugar, los ciudadanos deben entender sus derechos y saber cómo ejercerlos. También es fundamental que los funcionarios públicos entiendan la importancia de ese derecho y sepan cómo cumplir con los requisitos legales establecidos para garantizar la promoción y protección de este derecho.

En conclusión, la señora Pla observó que la Guía de Implementación ha sido extremadamente útil para los Estados que están implementando leyes de acceso a la información. 

iii) Normas interamericanas contenidas en la Ley Modelo:

– Catalina Botero, Relatora para la Libertad de Pensamiento y Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

La señora Catalina Botero felicitó a El Salvador por la aprobación de su ley sobre acceso a la información, observando el importante papel que ha desempeñado la sociedad civil en el proceso, así como el diálogo abierto que se ha mantenido con las organizaciones internacionales. 
La señora Botero procedió a resumir los dos principios y ocho obligaciones del Estado que derivan del corpus juris del sistema interamericano y cómo estos principios se incorporaron en la Ley Modelo. Los dos principios fundamentales en cuanto al derecho de acceso a la información son el principio de máxima divulgación y el principio de buena fe. La señora Botero observó que estos dos principios fundamentales derivan del caso Claude Reyes c. Chile en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y forman parte de la jurisprudencia interamericana vinculante en la materia. 
El principio de máxima divulgación está incluido en toda la Ley Modelo, pero especialmente en los Artículos 2 y 3. La señora Botero explicó que el principio de máxima divulgación significa que la transparencia es la regla y el secreto es la excepción – el acceso a la información es universal para todo el mundo. 
El segundo principio fundamental, el de buena fe, se basa en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La señora Botero explicó que los Artículos 2 y 3 de la Ley Modelo incorporan plena y eficazmente el principio de buena fe. 

Además de los dos principios fundamentales, la señora Botero observó que los Estados deben cumplir inequívocamente con ocho obligaciones que derivan del caso de Claude Reyes, pero también de los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la oficina de la Relatora Especial. Las obligaciones que la señora Botero esbozó incluyen las siguientes: 
· La obligación de responder en forma oportuna, completa y accesible a las solicitudes. Esta obligación puede encontrarse en los Artículos 2 y 8 de la Ley Modelo. 
· La obligación de contar con un instrumento administrativo adecuado, gratuito, universal y accesible. La señora Botero observó que una ley llena de principios no puede ser eficaz sin un instrumento administrativo para atender las necesidades del público. La Ley Modelo contempla dicho instrumento administrativo en los Artículos 20 y 40. De todas formas, un instrumento administrativo no es suficiente. 

· La obligación de que alguien externo debe poder revisar la decisión tomada por el Estado a través de procesos de apelación externa y judicial que se encuentra del Artículo 47 al 52 de la Ley Modelo. 

· La obligación de transparencia activa, la cual, según la señora Botero, requiere que el Estado publique de forma proactiva la máxima cantidad de información posible, como lo estipula la Ley Modelo. 
· La obligación de producir o recopilar información necesaria para el desempeño de sus funciones, de conformidad con otras leyes y a la que se hace referencia en el Artículo 34 de la Ley Modelo. La señora Botero subrayó que cuando el Estado tiene la obligación de tener en su posesión la información, no puede basarse en la excusa de que la información no existe o se ha perdido. En vez de eso, el Estado debe encontrar o producir la información. 
· La obligación de crear una cultura de transparencia. La señora Botero explicó que la aprobación de una ley no crea por si, ni en si misma, una cultura de transparencia. En vez de eso, uno debe lograr cambios culturales que cuestan dinero y llevan tiempo. 
· La obligación de implementar la ley adecuadamente, como lo estipula la Guía de Implementación.

· La obligación de ajustar la legislación interna a efectos de que concuerde con la normativa internacional sobre acceso a la información, como también lo estipula la Ley Modelo.

La señora Botero destacó que su oficina fue creada para asistir a los Estados en el cumplimiento de las normas internacionales y que, por lo tanto, los Estados Miembros pueden contar con el apoyo de su oficina en todo momento a fin de garantizar que estos principios y obligaciones se hacen realidad en todos los Estados Miembros, a medida que avanzan en la promulgación de un nuevo marco jurídico o en la revisión de sus marcos jurídicos vigentes para la óptima implementación de este derecho.

iv) Comentarios de las delegaciones de conformidad con la resolución AG/RES 2607 (XL-O/10):

La delegación de Costa Rica preguntó a la señora Catalina Botero sobre la obligación de contar con un instrumento administrativos adecuado, gratuito, universal y accesible, y qué significaba exactamente un instrumento administrativo. En el caso de Costa Rica, la delegación explicó que el derecho de acceso a la información es un derecho constitucional y que no cuenta con un instrumento administrativo. 
Catalina Botero explicó que el derecho no debería ser garantizado a través de una ruta administrativa, sino a través de la Constitución o, como mínimo, por una ley. Aclaró que cuando se refería a un instrumento administrativo quería decir un mecanismo administrativo a través del cual las personas pueden solicitar información a la administración. Ese mecanismo debe ser accesible y gratuito. Si ese mecanismo no funciona, entonces debería haber el recurso de apelación externa o revisión judicial. 
IV. Recomendaciones sobre la protección de datos personales 
El Presidente presento al panel sobre la protección de datos personales, observando que el panel presentaría el estudio y recomendaciones sobre la protección de datos personales. [AG/RES. 2418, párrafo resolutivo 10, y AG/RES. 2514, párrafo resolutivo 11]

i) Privacidad y protección de datos:

– Marc Rotenberg, Director Ejecutivo, Centro para la Privacidad de la Información Electrónica 
El señor Marc Rotenberg, Director Ejecutivo del Centro para la Privacidad de la Información Electrónica, realizó una presentación sobre la definición del concepto “protección de datos”, porqué es importante, y cuáles son algunos de los principios fundamentales que debe contemplar una ley sobre protección de datos. Destacó que el acceso a la información y la protección de datos son dos objetivos que se complementan mutuamente, y dos derechos humanos fundamentales que funcionan juntos. El acceso a la información tiene por objetivo la promoción de un gobierno transparente mientras que la protección de datos tiene por objetivo la protección de la privacidad de la persona. 
El señor Rotenberg observó que una ley de privacidad cumple con varios propósitos, la privacidad es una derecho humano; la protección de la privacidad permite el libre intercambio de información; la privacidad permite el comercio, ya que establece confianza y certidumbre de que la información será utilizada para los fines adecuados, y la privacidad, cuanto se aplica correctamente, puede fomentar la cooperación entre los distintos agentes del orden público.

Según el señor Rotenberg, una ley de privacidad tiene por objeto asignar derechos y responsabilidades en la recopilación y uso de datos personales. Los derechos son otorgados a la persona por ley, y las responsabilidades son asignadas a las organizaciones en posesión de la información personal. 
El señor Rotenberg señalo que los derechos de privacidad de datos se remontan a la adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948, la cual establece en el Artículo 12 el derecho humano de protección de la privacidad. El señor Rotenberg indicó que el Artículo 12 deja claro que el derecho a la privacidad deberá ser establecido por ley. Explicó que la Corte Europea de Derechos Humanos ha desempeñado un papel importante en ampliar el derecho de privacidad en nuevos entornos informativos, ya que el derecho esta consagrado en el Artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales. El señor Rotenberg señaló que en el Convenio del Consejo de Europa ciertos tipos de datos están más altamente protegidos – como tal, en el Artículo 6, los orígenes raciales u opiniones políticas requieren mayor protección. Las leyes de privacidad normalmente también incluyen una disposición sobre la seguridad de datos. 
La privacidad ayuda a permitir la transparencia otorgando a las personas la habilidad de ver la información que se recopila sobre ellas y cómo se utiliza. El señor Rotenberg observó que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), con base en París, ha establecido en una breve lista algunos de los objetivos que debería contemplar una ley sobre protección de datos, incluyendo la idea de limitar la recopilación de datos hasta la medida que sea necesaria, dejando claro el propósito de la recopilación de datos, garantizando ciertas limitaciones a su uso, así como la responsabilidad. 
Más recientemente, la Unión Europea emitió una Directiva, un decreto vinculante para todos los Estados Miembros de la Unión Europea, que se considera el marco internacional más amplio en materia de protección de datos. El señor Rotenberg explicó que la Directiva Europea encomienda a los Estados Miembros a adoptar leyes nacionales que incorporen muchos de los elementos relacionados con la protección de la información personal, incluyendo el derecho de toda persona de tener acceso a su información personal/privada y a objetar el uso de la misma, así como la base para la toma de decisiones que le conciernen. Una de las principales disposiciones de la Directiva es el Artículo 25, el cual requiere que cuando la información es transferida a un país tercero, deben existir medidas de privacidad adecuadas de manera que esos intereses que los gobiernos europeos procuran proteger están protegidos en el nuevo territorio. Argentina se convirtió en el primer país de América Latina en aprobar una ley de privacidad que fue reconocida por la Unión Europea por cumplir con este nivel de idoneidad. La Directiva también encomienda una autoridad asesora para examinar el funcionamiento de la protección de la privacidad, lo cual, según el señor Rotenberg, es extremadamente importante y ha sido un problema en los Estados Unidos. 
El último acontecimiento en materia de protección de datos ha sido la aprobación del Tratado de Lisboa por los gobiernos europeos y la entrada en vigor de la Carta de Derechos Fundamentales. La Carta incluye una disposición en el Artículo 8 que trata específicamente sobre el derecho a la privacidad de la información. 
El señor Rotenberg observó que se han dado algunas disputas entre la Unión Europea y los Estados Unidos que pueden tener repercusiones en los gobiernos de América Latina relacionadas con la transferencia de datos de los ciudadanos de un país a otro país. Por ejemplo, cuando Estados Unidos solicita a las aerolíneas europeas que transfieran la información sobre los pasajeros que se dirigen a los Estados Unidos, los gobiernos europeos expresan su preocupación por el uso que puede darse a esa información. La cuestión es que cuando no hay una ley de privacidad efectiva, ¿de qué otras formas puede utilizarse esa información si no se han establecido salvaguardas legales? 
En cuanto al Proyecto de Principios y Recomendaciones sobre Protección de Datos, el señor Rotenberg indicó que considera que los 15 principios y recomendaciones son muy importantes y constituyen una de las herramientas más útiles en las Américas para ayudar a determinar y proteger el derecho a la privacidad y protección de datos. Además, el señor Rotenberg señaló que hay otros principios que podrían considerarse, incluyendo el concepto de minimización de datos, que los datos recopilados deberían limitarse a su fin, así como desarrollar técnicas para la protección de la privacidad, también conocido como “privacidad por diseño”. 
ii) Principios y Recomendaciones sobre la Protección de Datos:

– John Wilson, Oficial Jurídico Principal, Departamento de Derecho Internacional, OEA

John Wilson, Oficial Jurídico Principal en el Departamento de Derecho Internacional de la OEA, presentó el Proyecto de Principios y Recomendaciones Preliminares (CP/CAJP-2921/10), en cumplimiento de las resolucións AG/RES. 2418 (XXXVIII-O/08), párrafo resolutivo 10, y AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), párrafo resolutivo 11. Con respecto a los antecedentes de procedimientos, el señor Wilson observó que, desde 1996, la Asamblea General ha encomendado trabajos sobre el acceso a la información y la protección de datos. Sin embargo, el señor Wilson indicó que si bien en la OEA se ha trabajado mucho en el área del acceso a la información, el estudio y recomendaciones sobre la protección de datos personales representa la primera iniciativa de la OEA que se centra específicamente en el tema de la protección de datos. El señor Wilson describió dos categorías de antecedentes sustantivos al estudio, incluyendo los avances tecnológicos y en el ámbito jurídico. Debido a la velocidad con que evoluciona la tecnología, el señor Wilson hizo eco del comentario anteriormente realizado por el señor Rotenberg, de que muchas veces las leyes de privacidad de datos del pasado no ofrecen una protección adecuada al derecho de toda persona a la privacidad en una sociedad basada en la tecnología y en rápida evolución.

El señor Wilson describió los tres tipos de legislación que existen sobre la protección de datos, incluyendo el sistema europeo, el cual es el más estricto de todos, el sistema de los Estados Unidos, que se basa en la auto regulación de las entidades privadas, y el sistema basado en el habeas data que existe en muchos países de América Latina, que permite a las personas recuperar información personal en manos del gobierno. El objetivo de la legislación, según el señor Wilson, es proteger el derecho de las personas a la privacidad, equilibrándolo contra el interés de incrementar el libre intercambio de información y el fortalecimiento del comercio y el flujo de información.

Como explicó el señor Rotenberg, el sistema europeo reconoce el derecho de privacidad como un derecho humano fundamental. Pero en las Américas, no se conceptualiza de la misma manera. El señor Wilson explicó que, paradójicamente, mientras que el acceso a la información en las Américas es un derecho humano fundamental, en el sistema europeo no se considera como tal. Por otro lado, en Europa la privacidad se considera un derecho humano mientras que en las Américas no. Como resultado, la regulación sobre protección de datos es más rigurosa en el sistema europeo debido a que está concebida para la protección de un derecho fundamental. Por consiguiente, el sistema europeo también regula la información en posesión tanto de los gobiernos como de organizaciones privadas, y la Directiva de la Unión Europea aplica el derecho de protección de datos extraterritorialmente. No pueden transferirse datos personales de la Unión Europea a un país que no cuente con el nivel de protección requerido por la Directiva. 
El sistema en los Estados Unidos equilibra el derecho de las personas a la privacidad con el interés público colectivo. Para las organizaciones privadas en los Estados Unidos que no transfieren datos a otros países, existe un sistema de auto regulación. Por otro lado, el señor Wilson indicó que para la transferencia de datos personales de la Unión Europea a los Estados Unidos, el país cuenta con una zona protegida en la Comisión Federal de Comercio por medio de la cual las organizaciones privadas pueden apelar al sistema a fin de certificar que cuentan con un nivel adecuado de protección de datos personales.

En América Latina, el señor Wilson señaló que existe una protección constitucional que es el habeas data. El señor Wilson subrayó que si bien el habeas data ofrece cierta protección, tiene algunas limitaciones, incluyendo el hecho de que la información debe concernir a una persona y que ésta debe recurrir al sistema judicial para rectificar la información. En ese sentido, no se trata de un sistema proactivo. En una breve referencia a la nueva ley sobre la protección de datos en México de julio de 2010, el señor Wilson explicó que solamente regula los datos en manos de actores privados y permite otra opción, diferente a las de los sistemas de la Unión Europea y los Estados Unidos. 
Tras describir los antecedentes de estos distintos sistemas para la protección de datos personales, el señor Wilson procedió a presentar los 15 principios contenidos en el documento CP/CAJP-2921/10 “Proyecto de Principios y Recomendaciones Preliminares sobre la Protección de Datos (la Protección de Datos Personales)”, e invitó a los Estados Miembros, así como a la sociedad civil, a que presenten sus comentarios sobre el proyecto antes del 31 de marzo. Los principios contenidos en el documento son los siguientes:

· Principio 1: legitimidad y justicia – Los datos personales deben ser procesados legítima y justamente. 

· Principio 2: propósito específico – Los datos personales deben ser procesados con un propósito específico. Ello significa que, desde el comienzo, el propósito del procesamiento de los datos personales debe ser inequívoco y debe ser acorde a las expectativas razonables de la persona afectada a la altura en que se obtuvo u otorgó el consentimiento.

· Principio 3: limitados y necesarios – Los datos personales que se procesen deben limitarse a los necesarios para un propósito específico. 
· Principio 4: transparencia – Es importante que el procesamiento de datos personales sea transparente.

· Principio 5: rendición de cuentas – El controlador de datos es responsable de adoptar todas las medidas necesarias para seguir las pautas del procesamiento de datos personales que imponga la legislación nacional u otra autoridad competente. Además, recae en el controlador de datos la responsabilidad de demostrar a las personas y a la autoridad supervisora pertinente que cumple con las directivas necesarias, conforme lo establezca la legislación nacional u otra autoridad, para proteger los datos personales de quien se trate.

· Principio 6: condiciones para el procesamiento de datos – El procesamiento de datos personales sólo debe mediar si se da alguna de las condiciones siguientes y si el procesamiento es justo y legítimo: consentimiento, interés legítimo del controlador, obligaciones contractuales, autoridad legal, o circunstancias excepcionales.

· Principio 7: revelación de información a los procesadores de datos – El controlador de datos puede usar procesadores de datos para el procesamiento de datos personales. Ello no se considerará divulgación de información a terceros, que exigiría la notificación a la persona cuyos datos se procesan, si media una de las condiciones siguientes. 
· Principio 8: transferencias internacionales – Las transferencias internacionales de datos personales sólo deberán efectuarse si el país receptor, que es el país de destino, ofrece, como mínimo, el mismo nivel de protección de los datos personales que brindan estos principios.
· Principio 9: derecho de la persona al acceso a la información – El derecho de acceso es el derecho de la persona a solicitar y obtener del controlador de datos información sobre sus datos personales. 
· Principio 10: derecho de la persona a corregir y suprimir sus datos personales – La persona tiene derecho a solicitar que el controlador de datos corrija o suprima los datos personales.
· Principio 11: derecho a objetar el procesamiento de datos personales – La persona podría objetar el procesamiento de sus datos personales en los casos en que exista una razón legítima.
· Principio 12: legitimación para ejercer los derechos sobre el procesamiento de datos personales – Las personas y los terceros representantes pueden ejercer el derecho de acceso, el derecho de corrección y supresión y el derecho a objetar el procesamiento de datos personales.
· Principio 13: medidas de seguridad para proteger los datos personales – El controlador de datos y el procesador de datos deben disponer de medidas técnicas y de organización razonables para proteger los datos personales
· Principio 14: deber de confidencialidad – Los controladores de datos y los procesadores de datos tienen el deber de mantener la confidencialidad de todos los datos personales.
· Principio 15: control, cumplimiento y responsabilidad – los controladores de datos y los procesadores de datos que no procesen los datos personales conforme a lo previsto en la legislación nacional aplicable podrían ser sujetos a responsabilidad administrativa, civil o penal. 
iii) Observaciones de las delegaciones:
La delegación de Canadá observó que el enfoque canadiense para la protección de datos personales se basa en el derecho a la privacidad y derechos humanos. La delegación agregó que la ley canadiense sobre protección de datos se aplica en casos de compañías multinacionales privadas como Facebook y Google, y que quizás la Comisión Canadiense se dejo influenciar más por la ley europea. La delegación solicitó tiempo para revisar el documento que se propone y presentar comentarios al respecto. Sugirió que la OEA debería colaborar con otras organizaciones internacionales que trabajan en el avance de la protección de datos en el mundo, incluyendo el Consejo de Europa y la OCDE.

La delegación de México señaló que presentaría comentarios al proyecto de principios y recomendaciones, y que la promulgación de la nueva ley mexicana sobre protección de datos fue motivada por una reforma constitucional en 2009. 
La delegación de Costa Rica observó que la protección de datos es un tema en desarrollo en su país. Hizo eco de la solicitud de la delegación de Canadá para que la OEA siga trabajando en el tema junto con otras organizaciones internacionales.

La delegación del Perú observó que la protección de datos va de la mano con el acceso a la información e indicó que su país actualmente está debatiendo un proyecto de ley sobre protección de datos, y que el estudio preparado por la OEA ha sido un gran paso hacia delante para la Organización. Asimismo, la delegación expresó su opinión de que la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información ha sido uno de los logros más importantes en materia de acceso a la información en el sistema interamericano.

V. Programa interamericano sobre acceso a la información pública 

El Presidente presentó al siguiente panel, observando que se centraría en examinar la posibilidad de elaborar un programa interamericano sobre acceso a la información pública, en el marco de la Organización de los Estados Americanos. [AG/RES. 2514, párrafo resolutivo 8.a, y AG/RES. 2607, párrafo resolutivo 2]

i) Posible metodología y objetivos:
– Luis Castro Joo, Ministro Consejero, Ministerio de Relaciones Exteriores, Perú

Luis Castro Joo, Ministro Consejero en el Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, observó que antes de examinar la posibilidad de elaborar un programa interamericano sobre acceso a la información pública, es necesario considerar los antecedentes sobre el tema en el sistema interamericano, así como otros programas interamericanos que han sido elaborados por la OEA. 

En cuanto al desarrollo del tema del acceso a la información pública en la OEA, el señor Castro observó que la resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”, fue la primera resolución que puso el acceso a la información pública en la agenda de la OEA. Los Jefes de Estado, en la Declaración de Nuevo León, se comprometieron “a contar con los marcos jurídicos y normativos, así como con las estructuras y condiciones necesarias para garantizar a nuestros ciudadanos el derecho al acceso a la información.” El señor Castro también mencionó el importante caso de Claude Reyes c. Chile de 2006, así como la inclusión del acceso a la información en los informes anuales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En 2008, el Comité Jurídico Interamericano presentó la resolución CJI/RES. 147 (LXXIII-O/08), “Principios sobre el Derecho al Acceso a la Información.”


En su examen del desarrollo del derecho del acceso a la información en el sistema interamericano, el señor Castro destacó los siguientes puntos clave:

· El acceso a la información pública está relacionado con el fortalecimiento de la democracia.

· Hay un acuerdo entre los Estados a promover la adopción de marcos normativos sobre la materia.

· El acceso a la información pública se considera un derecho autónomo (un derecho en sí y pos sí mismo), que no está exclusivamente vinculado con el derecho a la libertad de expresión.

· Ahora contamos con una Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública.

En un examen de los demás programas interamericanos, el señor Castro observó que cubren una amplia gama de áreas temáticas, incluyendo el Programa Interamericano de Combate a la Pobreza y la Discriminación, el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, y el Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”. La estructura y contenido de estos programas difieren de uno a otro. Mientras que en algunos programas tienen metas y objetivos específicos, otros los tienen más generales. Los objetivos más comunes incluyen un foro para el intercambio de mejores prácticas, la promoción de la cooperación, y la capacitación y divulgación. 
Según el señor Castro, tres de cada cinco programas examinados incluyen un mecanismo de seguimiento explícito, que podría ser en forma de informes bianuales, la inclusión del tema en los informes anuales de la secretaría o sesiones especiales de la CAJP. En cuanto a recursos humanos, el señor Castro observó que normalmente los programas requieren el apoyo de la Secretaria General. En cuanto a recursos financieros, solamente dos de los programas tratan específicamente sobre el tema, bien con la creación de un fondo de contribuciones voluntarias o con recursos tanto del fondo regular como de los fondos específicos. 
En cuanto a la redacción de un programa interamericano, el señor Castro observó que normalmente la redacción es responsabilidad de un Grupo de Trabajo establecido por la CAJP, en el que participan los Estados Miembros. Sin embargo, el señor Castro indicó que hay otras posibilidades para la redacción del programa, incluyendo que el Comité Jurídico Interamericano se encargue de la redacción del programa para la posterior consideración de los Estados Miembros, o encomendar al Secretario General que, con el apoyo de un grupo de expertos, redacte el programa para la posterior consideración de los Estados Miembros.

En lo que respecta a la participación de la sociedad civil, el señor Castro recordó a la CAJP que el Comité Jurídico Interamericano realizó consultas con las siguientes organizaciones para la elaboración de los Principios sobre el Derecho al Acceso a la Información: la Fundación para el Debido Proceso, el Centro Carter, AccessInfo Europe, el Consejo de la Prensa Peruana, Artículo XIX, ProAcceso de Chile, Open Society, Universidad Nacional Autónoma de México, la Asociación de Derechos Humanos de Argentina, y la Fundación para las Américas. El señor Castro observó que los programas deben contar con la participación de la sociedad civil. 
El señor Castro observó que un programa interamericano y una convención pueden complementarse entre ellos. Por ejemplo, el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción específicamente estipula el seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción. 
Al considerar la posibilidad de un programa interamericano sobre acceso a la información pública, el señor Castro sugirió la siguiente posible estructura para el programa: 

· Antecedentes y contexto

· Objetivos

· Actividades específicas

· Mecanismo de seguimiento 

· Identificación de actores/socios

· Recursos humanos y financieros 

El señor Castro propuso siete posibles objetivos o actividades a considerar para un posible programa interamericano sobre acceso a la información:

· Ofrecer un foro para el intercambio de mejores prácticas.

· Ofrecer un mecanismo de seguimiento de la implementación de la Ley Modelo sobre Acceso a la Información Pública.

· Promover e implementar proyectos de cooperación.

· Promover una cultura de transparencia.

· Desarrollar programas de capacitación para funcionarios públicos a efectos de que cumplan con el derecho de acceso a la información pública.

· Elaborar directrices para la conservación y gestión adecuada de la información.

· Intercambio/debate sobre la incorporación de la normativa interamericana en los tribunales nacionales. 

ii) Posible diseño y contenido:
– María Marván Laborde, Comisionada, Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, México
La señora María Marván Laborde, Comisionada en el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI) de México, indicó que al igual que el IFAI brindó asistencia y apoyo a Chile cuando el país estaba implementando su ley sobre acceso a la información pública, México recibió dicho apoyo y asistencia de Canadá cuando empezó a implementar su ley sobre acceso a la información pública. 

La señora Marván planteó de ese modo la cuestión de porqué es importante para la OEA crear un programa interamericano sobre acceso a la información pública, así como cuáles serían las posibles actividades que dicho programa podría contener. Observo que un programa interamericano podría ser necesario para generar actividades en todos los Estados Miembros, de manera que cuenten con un marco jurídico que garantice la participación pública en un sistema democrático, facilite la rendición de cuentas y asegure el pleno goce de este derecho humano. Además, la implementación de las leyes sobre acceso a la información plantea desafíos que pueden enfrentarse mejor con un programa de ayuda y asistencia mutua.

Según la señora Marván, los objetivos de un programa interamericano sobre acceso a la información pública deberían incluir el objetivo de que el derecho de acceso a la información debería formar parte integral de la cultura cívica de la comunidad y la cultura organizativa de las instituciones públicas. Señaló que, específicamente, un programa interamericano podría servir los siguientes propósitos: 

· Promover la formulación de políticas públicas, leyes y mejores prácticas; 

· Establecer un mecanismo de monitoreo en la región para el seguimiento de la implementación de la Ley Modelo; 

· Crear un esquema de apoyo para el proceso legislativo en distintos países; 

· Asistir a los Estados Miembros en el establecimiento de los mecanismos necesarios para la implementación de la ley; 

· Garantizar la cooperación de la sociedad civil y los medios de comunicación en todos las etapas del proceso;

· Incluir programas de capacitación dirigidos a la sociedad civil, funcionarios públicos y el poder judicial;

· Desarrollar sistemas para educar al público sobre la existencia y ejercicio de este derecho;

· Crear un mecanismo de supervisión y control;

· Planificar y celebrar seminarios, talleres y otros eventos para promover este derecho;

· Alentar a los donantes a que apoyen los esfuerzos de los Estados Miembros para el establecimiento de un sistema.

La señora Marván indicó que algunos de los posibles actores que podrían participar en un programa interamericano sobre acceso a la información publica pueden incluir: órganos y entidades de la OEA (el Secretario General, el Departamento de Derecho Internacional, el Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad, la Relatora Especial para la Libertad de Expresión, el Comité Jurídico Interamericano, la Fundación para las Américas, la CAJP, etc.), los Estados Miembros de la OEA, actores gubernamentales de los niveles nacional, estatal y local de las ramas ejecutiva, legislativa y judicial, la sociedad civil, los órganos de transparencia a cargo de la administración e implementación de la ley, y los medios de comunicación.

En cuanto al proceso de diseño de un programa interamericano, la señora Marván sugirió que primero deben definirse la estructura, función y participantes del programa, y posteriormente proceder a la elaboración de un Plan de Trabajo. La señora Marván señaló que el programa debería crear un órgano de supervisión encargado de de supervisar la promoción y cumplimiento de los mandatos. En cuanto al seguimiento de la implementación de un programa, sugirió un mecanismo por medio del cual se elaborarían informes anuales sobre los logros alcanzados.

La señora Marván sugirió el establecimiento de una sesión especial anual o bianual para intercambiar mejores prácticas, analizar nuevas propuestas que podrían incorporarse en el programa, e incluir reuniones de expertos para que formulen recomendaciones en la materia. Además, subrayó que la creación de un foro virtual sería útil en el sentido de que permitiría a las partes intercambiar experiencias en caso de precisarlo.

En referencia a actividades específicas que podrían incluirse en un programa, la señora Marván mencionó las siguientes:

· Creación de indicadores y normas para evaluar el progreso en la implementación del derecho de acceso a la información.

· Cualificación, publicación e intercambio de mejores prácticas.

· Provisión de apoyo técnico y conocimientos prácticos sobre la implementación y/o promulgación de nuevas leyes o la idoneidad del marco existente.

· Promoción de la creación y/o actualización de sistemas para manejar solicitudes y sitios de Internet para la publicación de información oficial.

· Creación y recopilación de la jurisprudencia pertinente, especialmente en la interpretación de las excepciones.

· Realización de estudios temáticos y actividades relacionadas, por ejemplo sobre los presupuestos de la Comisiones, la fuente de recursos, divulgación proactiva, protección de datos, etc.

· Desarrollo de un sistema de capacitación para funcionarios públicos y el público general.

· Creación de un sistema modelo de archivo.

· Creación de un sistema modelo de gestión de la información que permita un sistema uniforme y compatible a nivel de gobierno nacional y local.

· Consideración del tema de la privacidad, especialmente la protección de los datos personales en posesión del gobierno.

· Organización de seminarios internacionales para la promoción del derecho con temas tales como la estructura y contenido de la Ley Modelo, perspectivas sobre la protección de datos en las Américas, la incorporación constitucional y legislativa de la Ley Modelo en los sistemas jurídicos de las Américas, etc.

La señora Marván mencionó las siguientes posibles actividades que podría emprender la Secretaría General para promover el derecho de acceso a la información:

· Preparación y divulgación de un estudio sobre la legislación nacional;

· El intercambio de información y asistencia técnica con organismos y funcionarios públicos;

· El desarrollo de programas dirigidos a proteger este derecho;

· El intercambio de mejores prácticas entre los distintos actores que participan en el programa.

La señora Marván mencionó las posibles actividades que podrían emprender los Estados Miembros para promover el derecho de acceso a la información:

· Firmar o ratificar los instrumentos universales e interamericanos que estipulan el derecho de acceso a la información;

· Unirse al programa;

· Revisar su legislación a fin de garantizar que concuerda con las obligaciones a respetar este derecho;

· Ofrecer capacitación especializada a funcionarios públicos que desempeñan funciones relacionadas con la materia.

iii) Observaciones de las delegaciones:

La delegación de México observó la necesidad de establecer un mecanismo especializado que podría ser un programa interamericano sobre acceso a la información pública.

La delegación del Perú expresó su apoyo a los comentarios de México y observó que el gobierno del Perú, en respuesta a la solicitud de comentarios sobre la Ley Modelo, opina que la creación de un programa interamericano sobre acceso a la información constituye un complemento necesario para la Ley Modelo. Además, la delegación indicó que un programa interamericano quizás podría incluir un foro o red donde los expertos de las autoridades públicas responsables del acceso a la información en los distintos Estados Miembros pueden intercambiar mejores practicas, desarrollar una cultura de transparencia, y fomentar la cooperación y el desarrollo de capacidad en la implementación de sus leyes.

La delegación de Venezuela observó que todavía no contaba con las instrucciones necesarias para tomar una decisión sobre si debería o no crearse un programa.

La delegación de Costa Rica señaló que, en cuanto al tema del financiamiento, estaba preparada para examinar si debería o no crearse un programa interamericano.
VI. Sesión de clausura

Al cierre de la sesión, el Presidente solicitó al Departamento de Derecho Internacional y a la Relatora Especial que prepararan el informe de esta sesión especial con el fin de resumir las deliberaciones que se llevaron cabo en la misma, el cual servirá de base para las deliberaciones en sesiones posteriores de la CAJP que se celebraran para examinar la posibilidad de crear un programa interamericano sobre acceso a la información pública y las posiciones finales de los Estados sobre el tema.

Seguidamente, se levantó la sesión. 
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